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Corte tuteló los derechos fundamentales de acceso a la administración de 
justicia, al debido proceso, a la reparación integral y a la igualdad de las 
víctimas de desplazamiento forzado del corregimiento de la Granja 
registradas en el Anexo IV de la Sentencia Masacres de Ituango vs Colombia 
dictada por la Corte Interamericana de Derechos Humanos el 1º de julio de 
2006, quienes acudieron ante el Consejo de Estado mediante acción de 
grupo para solicitar la reparación económica por los daños materiales e 
inmateriales no fijada ni negada por el juez interamericano 

1. Antecedentes

La Sala Plena de la Corte Constitucional se pronunció sobre la acción de 
tutela presentada por 28 de las 31 víctimas de la masacre de La Granja 
registradas en el Anexo IV de la sentencia Masacres de Ituango vs. Colombia 
proferida por la Corte Interamericana de Derechos Humanos el 1º de julio 
de 2006. Los accionantes consideraron que el Consejo de Estado al declarar 
probada la excepción previa de cosa juzgada internacional incurrió en 
defecto sustantivo o material por la indebida aplicación del artículo 303 del 
Código General del Proceso, cuando el juez interamericano que declaró la 
responsabilidad internacional del Estado Colombiano por esos hechos no fijó 
pero tampoco negó la reparación económica por los perjuicios materiales 
e inmateriales que las referidas víctimas solicitaron ante la justicia 
contenciosa administrativa mediante acción de grupo. 

En el escrito de tutela el apoderado judicial de los demandantes exigió, 
expresamente, que se ordenara al Consejo de Estado emitir una nueva 
sentencia, solo en relación con las personas respecto de las cuales se 
declaró la cosa juzgada internacional. Además, pidió que se tutelaran los 
derechos fundamentales de acceso a la administración de justicia, 
reparación integral e igualdad de sus representados. 

2. Decisión

Primero. REVOCAR la sentencia proferida por la Sección Tercera, Subsección 
“B”, de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, el 
24 de abril de 2023 que declaró improcedente el amparo, así como la 
sentencia dictada el 28 de septiembre de 2023, emitida por la Sección 



 

Segunda –Subsección “A”– de la Sala de lo Contencioso Administrativo del 
Consejo de Estado, que revocó la decisión proferida por la Sección Tercera 
–Subsección “A”– de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo 
de Estado y negó la tutela. En su lugar, TUTELAR los derechos fundamentales 
de los accionantes al acceso efectivo a la administración de justicia, al 
debido proceso, a la reparación integral y a la igualdad. 
 
Segundo. DEJAR SIN EFECTOS el numeral primero de la sentencia dictada por 
la Subsección “B” de la Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso 
Administrativo del Consejo de Estado el 23 de noviembre de 2022 en tanto 
ordenó revocar el numeral primero del fallo emitido por el Tribunal 
Administrativo de Antioquia el 7 de septiembre de 2018 que declaró 
probada la excepción previa de cosa juzgada internacional en relación con 
ocho (8) integrantes del grupo accionante que fueron parte del proceso 
ante la Corte Interamericana  de Derechos Humanos como víctimas de 
desplazamiento del corregimiento de La Granja y resolvió extender esa 
figura procesal “a todas las personas que tienen la misma condición y no 
solo [a] las indicadas en la sentencia de primera instancia, habida cuenta 
del deber de declarar de oficio las excepciones probadas en el proceso”. 
 
Tercero. ORDENAR a la Subsección “B” de la Sección Tercera de la Sala de 
lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado que, de acuerdo con 
el artículo 181 de la Ley 1437 de 2011, dentro de los veinte (20) días siguientes 
a la notificación de esta providencia emita una nueva decisión sobre el 
fondo del asunto, teniendo en cuenta las consideraciones efectuadas en la 
presente sentencia, especialmente lo relativo a la no existencia de cosa 
juzgada internacional, así como lo referente a la necesidad de que se valore 
de manera contextualizada el fallo internacional y se interpreten las normas 
y la demanda de acuerdo con el principio de centralidad de las víctimas y 
el imperativo de ofrecerles soluciones duraderas y reparación integral. 
 
3. Síntesis de los fundamentos 
 
Teniendo en cuenta que entre los puntos principales de la controversia se 
encuentra un aspecto fundamental de la reparación, a saber, la pérdida 
de dicha prerrogativa frente a la decisión de un Tribunal internacional que 
no fijó, ni negó la reparación económica solicitada por las víctimas de 
desplazamiento forzado del corregimiento de La Granja registradas en el 
Anexo IV de la sentencia interamericana, la Sala Plena consideró que debía 
resolver el siguiente problema jurídico:  
 
Si la Subsección “B” de la Sección Tercera, de la Sala de lo Contencioso 
Administrativo del Consejo de Estado ¿incurrió en un defecto material o 
sustancial y vulneró los derechos fundamentales de acceso a la 



 

administración de justicia, debido proceso, reparación integral e igualdad 
de los accionantes al declarar la cosa juzgada internacional ante una 
acción de grupo que, entre otros aspectos, pretendía una indemnización 
pecuniaria no fijada ni negada por el juez interamericano? 
 
Tras reiterar su jurisprudencia acerca de la procedencia excepcional de la 
acción de tutela contra providencias judiciales y mostrar los motivos por los 
cuales en el presente asunto se configuraron las exigencias generales y 
específicas, la Sala Plena reiteró su jurisprudencia sobre la obligación 
constitucional de proteger el derecho fundamental a la reparación integral 
de las víctimas de desplazamiento forzado interno prolongado y su relación 
con el deber de salvaguardar el acceso efectivo a la justicia, la dignidad 
humana, la igualdad y el goce efectivo de los derechos fundamentales de 
esta población especialmente vulnerable. Finalmente, la Sala Plena 
concluyó que la Subsección “B” de la Sección Tercera, de la Sala de lo 
Contencioso Administrativo del Consejo de Estado incurrió en un defecto 
sustantivo o material, porque dio por configurada la excepción de cosa 
juzgada internacional en los términos del artículo 303 del Código General 
del Proceso, cuando de los tres juicios de identidad que la norma prevé –de 
causa, partes y objeto–, solo se superaron los dos primeros.  
 
La Sala Plena de la Corte Constitucional consideró que la autoridad judicial 
accionada al aplicar la ley no valoró el contexto del fallo internacional, pasó 
por alto las circunstancias en las que se plantearon las pretensiones por 
parte de los accionantes y desconoció los lineamientos decantados desde 
tiempo atrás por la Corte, dirigidos a garantizar los derechos fundamentales 
de la población víctima de desplazamiento forzado interno prolongado. La 
decisión adoptada por la Subsección “B” de la Sección Tercera de la Sala 
de lo Contencioso Administrativo de declarar la cosa juzgada internacional 
desconoció de manera grave y desproporcionada los derechos de las 
víctimas de acceder efectivamente a la justicia para reclamar la reparación 
integral.  
 
Como la propia Corte Interamericana de Derechos Humanos lo destacó en 
su sentencia Masacres de Ituango vs Colombia, el desplazamiento forzado 
interno suele proyectar sobre las víctimas graves secuelas y repercusiones 
psicológicas. No solo se está ante la “pérdida de tierras, viviendas, sino que 
aparece el desempleo, el empobrecimiento, la marginación, el deterioro de 
las condiciones de vida, el incremento de las enfermedades y de la 
mortalidad, la pérdida del acceso a la propiedad entre comuneros, la 
inseguridad alimentaria y la desarticulación social”. La autoridad judicial 
accionada pasó por alto que las afectaciones a los derechos humanos y 
fundamentales que produce el desplazamiento forzado interno prolongado 
es tan severa que lo más problemático para las víctimas “es el no poder 



hacer uso de sus derechos”. De ahí la necesidad de aplicar el principio de 
centralidad de las víctimas y el imperativo de ofrecerles soluciones 
duraderas y reparación integral. 
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